11. TAMBIÉN ACAPARARÁN LAS COMPRAS PÚBLICAS
Otro de los instrumentos consuetudinarios del desarrollo de los países ha sido el empleo de la soberanía nacional para establecer requisitos en la contratación pública, de manera que se favorezca el interés nacional por la vía de preferir a los nacionales frente a los extranjeros o mediante el estímulo a sectores económicos seleccionados. Unos ejemplos: definir que en una licitación oficial solo puedan participar los ciudadanos del país o que deban usarse determinados insumos originarios de empresas localizadas en su territorio, son maneras de estimular la acumulación de la riqueza y la producción internas. Tan cierto es esto como instrumento del desarrollo que, como se verá, aunque el TLC se dirige contra esas prerrogativas, no puede menos de mantenerlas en algunos casos. Este es, además, otro aspecto en el cual el acuerdo con Estados Unidos empeora lo acordado en la OMC, pues en ella muchos países no han suscrito el capítulo de compras públicas. Y también se confirma que, con la falacia de la igualdad entre las partes, en los hechos se les otorgan a los estadounidenses en Colombia más posibilidades que a los colombianos en Estados Unidos, por la simple razón del mayor poder económico de los empresarios estadounidenses.

Aunque los detalles de este artículo también superan los propósitos de la presente acusación, sí debe explicarse que dentro de las compras públicas se incluyen mercancías y servicios en compra, alquiler, construcción, operación, transferencia y concesión, con algunas particularidades y excepciones que no alcanzan a desvirtuar que de lo que se trata es de facilitarles a los estadounidenses sus negocios en Colombia, mediante el mismo concepto del trato nacional, el cual señala que los vendedores estadounidenses no podrán tener condiciones menos favorables que las otorgadas a los colombianos.

El articulado, además, explica que cubre licitaciones y compras directas y reglamenta con minucioso detalle cómo es que operarán las adquisiciones, de manera que se haga difícil o imposible evadir, a favor de los colombianos, las normas acordadas, hasta establecer un Comité sobre Contratación Pública (Artículo 9.15) constituido por representantes de las Partes y que las impugnaciones deberán tramitarse ante autoridades imparciales e independientes de las entidades contratantes (artículo 9.11). En los textos del Tratado publicados por el Ministerio de Comercio de Colombia aparece una carta adjunta en la que se dice que para los efectos de ser imparciales e independientes sirven el Consejo de Estado y el Tribunal Contencioso Administrativo (párrafo 1 de 9.11) y la Procuraduría (párrafo 3 artículo 9.11) de Colombia, pero como el documento no lleva la firma de ningún funcionario de Estados Unidos, pone en duda si, al final, será parte del acuerdo. En el capítulo se establece, además, que opera para las entidades del gobierno central de Colombia y, con algunas particularidades, también debe aplicarse a las gobernaciones.

Como gran gracia, los partidarios del TLC –y entre ellos el director de la Acopi, uno que no debiera serlo si pensara en los intereses de sus afiliados– han celebrado que el capítulo no se aplica a las compras públicas iguales o inferiores a 125 mil dólares (312 millones de pesos), porque por debajo de esa cifra se pueden reservar las compras para empresas nacionales. Pero dicha cifra, por pequeña, antes que demostrar lo positivo del texto confirma lo negativo, al dejar en evidencia lo que deberán perder las empresas colombianas frente a las trasnacionales estadounidenses que las reemplazarán en sus ventas al Estado en casi todo tipo de bienes y servicios(22). Que Estados Unidos haya reservado para sus nacionales las compras públicas hasta 100 mil dólares confirma el carácter arrodillado del gobierno de Colombia, porque a quién se le puede ocurrir que tienen carácter igualitario la reserva de hasta 125 mil dólares de compras del Estado colombiano frente a los 100 mil del estadounidense, habida cuenta de todas las desigualdades que hay de por medio.

Para completar la discriminación en contra de Colombia, y confirmando el papel de las compras públicas como un instrumento clave de los desarrollos nacionales, Estados Unidos excluyó de la eliminación de los aranceles a los alimentos colombianos en las cuantiosas licitaciones que realiza el gobierno de ese país.

Este capítulo es otra prueba más, y bien fácil de comprender, de cómo el TLC le arrebata a la nación otro de esos instrumentos clásicos de la construcción económica de los países capitalistas exitosos y de que Álvaro Uribe Vélez, en lugar de fomentar los intereses nacionales en su condición de representante legal de ellos, resolvió facilitar que Estados Unidos los vulnerara.

(22) En el caso de las obras públicas (construcción, operación, concesión y transferencia) lo reservado para los nacionales será de ocho millones de dólares en los tres primeros años y de 7,4 millones después.
